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Marchand, la Juez Mateu Meléndez, y la Juez Barresi Ramos. 
 
Barresi Ramos, Juez Ponente 
 

S E N T E N C I A 
 
 En San Juan, Puerto Rico, hoy día 28 de abril de 2021. 

El 26 de enero de 2021, la señora JUDI DUNCAN, parte 

demandada-apelante, presentó Apelación Civil acompañada de 

Declaración en Apoyo de Solicitud para Litigar como Indigente (In forma 

Pauperis).1  El 8 de febrero de 2021, se decretó Resolución declarando ha 

lugar la solicitud para litigar como indigente y concediéndole a la parte 

demandante-apelada un plazo de treinta (30) días para someter alegato.   

El 9 de febrero de 2021, el señor CAMPO AREVALO OSORIO, 

parte demandante-apelada, presentó Solicitud de Desestimación por 

Incumplimiento con la Regla 13 (b) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones y por Falta de Jurisdicción Bajo la Regla 83 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones.  El 16 de febrero de 2021, se dictaminó 

Resolución requiriéndole a la señora JUDI DUNCAN acreditar la 

notificación del recurso. 

 
1 Ello para ser eximido(a) del pago de aranceles por razón de pobreza por condición 
económica. 
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El 16 de marzo de 2021, el señor AREVALO OSORIO, parte 

demandante-apelada, presentó Moción en Solicitud de que Se Dé el Caso 

por Sometido y se Dicte Sentencia en Contra de la Demandada-Apelante 

Judith Duncan.  Al día de hoy, la señora JUDI DUNCAN no ha presentado 

contención alguna. 

I. 

Surge de los autos que el 15 de enero de 2021, el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan, en adelante TPI, declaró con lugar 

la Demanda sobre desahucio incoada el 14 de julio de 2020 por el señor 

AREVALO OSORIO, parte demandante-recurrida; ordenó el desalojo de la 

propiedad ubicada en la 650 Calle Suau Apt. 6 en Miramar, San Juan, 

Puerto Rico, en el término de cinco (5) días, a partir de la fecha de archivo 

en autos de la notificación; apercibió que de no apelar o desalojar dentro 

del plazo se ordenaría el lanzamiento; se condenó al pago de $6,600.00 

por concepto de cánones de arrendamiento adeudados, más cánones 

que se acumulen hasta la fecha del desalojo a razón de $550.00 

mensuales, más costas y gastos; y se estableció fianza en apelación, en 

conformidad con el Artículo 631 del Código de Enjuiciamiento Civil, por la 

cantidad de $6,600.00.  Ese mismo día, el dictamen fue notificado y 

archivado en autos. 

II. 

En el arrendamiento de cosas, una de las partes se obliga a dar a la 

otra el goce o uso de una cosa por tiempo determinado y precio cierto.2  La 

principal obligación del arrendatario es el pago de la renta en la forma, 

modo y condiciones establecidas.  Si se incumple la obligación, el 

arrendador podrá solicitar la rescisión del contrato y la indemnización de 

daños y perjuicios; o la indemnización de daños y perjuicios y dejar el 

contrato subsistente.  Si el arrendador interesa la rescisión, el Artículo 

1459 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, según enmendado, provee 

para el desahucio.3   

 
2 Véase el Artículo 1433 del Código Civil de 1930, según enmendado. 
3 Mora Dev. Corp. v. Sandín, 118 DPR 733, 741 (1987). 



 
 
KLAN202100055 

    

 

3 

El Artículo 1459 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, según 

enmendado, 31 LPRA Sec. 4066, instituye las causas por las cuales el 

arrendador podrá desahuciar judicialmente al arrendatario.  Este precepto 

legal dispone lo siguiente:  

“El arrendador podrá desahuciar judicialmente al arrendatario 
por alguna de las causas siguientes: (1) Haber expirado el 
término convencional o el que se fija para la duración de los 
arrendamientos en las secs. 4083 y 4092 de este título. (2) 
Falta de pago en el precio convenido. (3) Infracción de 
cualquiera de las estipuladas en el contrato. (4) Destinar la 
cosa arrendada a usos o servicios no pactados que la hagan 
desmerecer; o no sujetarse en su uso a lo que se ordena en 
el inciso (2) d la sec. 4052 de este título”.  
 
El desahucio es un procedimiento especial, de naturaleza sumaria, 

cuyo fin es recuperar la posesión de una propiedad inmueble mediante el 

lanzamiento o expulsión del arrendatario.  Así las cosas, el Código de 

Enjuiciamiento Civil establece las normas vigentes para una acción de 

desahucio.4   

El Artículo 630 del Código de Enjuiciamiento Civil5 enuncia el 

término para apelar:  

“Las apelaciones deberán interponerse en el término de 
cinco (5) días, contados desde la fecha de archivo en 
autos de la notificación de la sentencia, por las partes 
perjudicadas por la misma o sus abogados” [énfasis nuestro]. 

  
Más aún, el Artículo 631 del Código de Enjuiciamiento Civil6 sobre 

la fianza o consignación de parte del demandado en apelación especifica 

que: 

“No se admitirá al demandado el recurso de apelación si 
no otorga fianza, por el monto que sea fijado por el 
tribunal, para responder de los daños y perjuicios que pueda 
ocasionar al demandante y de las costas de apelación; 
pudiendo el demandado, cuando el desahucio se funde en 
falta de pago de las cantidades convenidas, a su elección, 
otorgar dicha fianza en Secretaría el importe del precio de la 
deuda hasta la fecha de la sentencia” [énfasis nuestro]. 
 

Por otro lado, el Artículo 634 del Código de Enjuiciamiento Civil7 

sobre la consignación de o fianza por cánones en apelación expresa: 

“En las apelaciones interpuestas en juicios establecidos por 
falta del pago del canon estipulado, será deber del 
demandado consignar en la Secretaría del Tribunal de 
Primera Instancia el importe de todos y cada uno de los 
cánones de arrendamiento que vayan venciendo u 

 
4 32 LPRA Sec. 2821, et seq.. 
5 32 LPRA Sec. 2831. 
6 32 LPRA Sec. 2832. 
7 32 LPRA Sec. 2835. 
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otorgar fianza, a satisfacción del tribunal, para responder 
del importe de todos y cada uno de dichos arrendamientos” 
[énfasis nuestro]. 
 

En todo tipo de pleito de desahucio, el requisito que obliga a la parte 

demandada a prestar una fianza en apelación es jurisdiccional.  Este 

requerimiento no es solamente para garantizar los pagos adeudados, sino 

también por los daños resultantes de mantener congelado el libre uso de la 

propiedad mientras se dilucida la apelación.8  Dicha fianza debe 

satisfacerse dentro del término para presentar el recurso de apelación o en 

la alternativa, si es desahucio por falta de pago, consignar el monto de la 

deuda hasta la fecha de la sentencia.  Por lo tanto, si un demandado no 

presta la referida fianza ni consigna los cánones adeudados cuando el 

desahucio se funde en la falta de pago, el Tribunal de Apelaciones no 

adquiere jurisdicción para atender el recurso de apelación.9  

III. 

La jurisdicción es el poder o autoridad con el que cuenta un tribunal 

para considerar y decidir los casos y controversias ante su consideración.10  

Por lo que, la falta de jurisdicción de un tribunal incide directamente sobre 

su poder para adjudicar una controversia.11 

Los tribunales deben ser celosos guardianes de su jurisdicción.  

Aun en ausencia de un señalamiento por alguna de las partes, la falta de 

jurisdicción puede ser considerada motu proprio por los tribunales.  Las 

cuestiones de jurisdicción por ser privilegiadas deben ser resueltas con 

preferencia.  Si un tribunal se percata que carece de jurisdicción, así tiene 

que declararlo y desestimar el caso12.   

El Tribunal Supremo ha resuelto enfáticamente que la ausencia de 

jurisdicción trae consigo las siguientes consecuencias: “(1) no es 

susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente 

conferírsela a un tribunal como tampoco puede éste arrogársela; (3) 

 
8 Acosta Rodríguez v. S.L.G. Ghigliotti, 186 DPR 984 (2012); y Crespo Quiñones v. 
Santiago Velázquez, 176 DPR 408, 413-414 (2009). 
9 Íd. 
10 Beltrán Cintrón v. ELA, 2020 TSPR 26; y Torres Alvarado v. Madera Atiles, 202 DPR 
495, 499-500 (2019). 
11 Allied Management Group, Inc. v. Oriental Bank, 2020 TSPR 52. 
12 Torres Alvarado v. Madera Atiles, 202 DPR 495, 499-500 (2019); y García Hernández 
v. Hormigonera Mayagüezana Inc., 172 DPR 1, 7 (2007). 
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conlleva la nulidad de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales 

el ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a los 

tribunales apelativos el deber de examinar la jurisdicción del foro de 

donde procede el recurso; y (6) puede presentarse en cualquier etapa de 

los procedimientos, a instancia de las partes o por el tribunal motu 

proprio”.13 

IV. 

Los requisitos aplicables sobre el perfeccionamiento de un recurso 

de apelación están contenidos en el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones de 2004; la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico de 2003, según enmendada; y en las Reglas de Procedimiento 

Civil de 2009, según enmendadas.  Nuestro Tribunal Supremo ha 

establecido que los litigantes deben observar rigurosamente las 

disposiciones reglamentarias sobre el perfeccionamiento de sus 

recursos.14 

La Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones faculta 

a este Tribunal para que, a iniciativa propia, desestime un recurso de 

apelación o deniegue un auto discrecional por cualquiera de los motivos 

consignados en el inciso (B).15  Una vez un tribunal determina que no tiene 

jurisdicción, “procede la inmediata desestimación del recurso apelativo 

conforme lo ordenado por las leyes y los reglamentos para el 

perfeccionamiento de estos recursos”.16  Ello sin entrar en los méritos de la 

controversia ante sí. 

Un recurso presentado antes del tiempo correspondiente (prematuro), 

al igual que el presentado luego del plazo aplicable (tardío), “sencillamente 

adolece del grave e insubsanable defecto de privar de jurisdicción al 

 
13 Beltrán Cintrón v. ELA, supra; S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 
682 (2011); y González Sotomayor v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 855 
(2009). 
14 Lugo Rodríguez v. Suárez Camejo, 165 DPR 729, 737 (2005). 
15 Dicho inciso lee: “(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la desestimación 
de un recurso por los motivos siguientes: (1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción; (2) que el recurso fue presentado fuera del término de cumplimiento estricto 
dispuesto por ley sin que exista justa causa para ello; (3) que no se ha presentado o 
proseguido con diligencia o de buena fe; (4) que el recurso es frívolo y surge claramente 
que ha sido interpuesto para demorar los procedimientos; o (5) que el recurso se ha 
convertido en académico”.  
16 S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo Family Properties Inc., 169 DPR 873, 883 (2007). 
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tribunal al cual se recurre”.17  En ambos casos, su presentación carece de 

eficacia y no produce ningún efecto jurídico.18 

V. 

En este caso, el 15 de enero de 2021, el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan, emitió Sentencia en la cual declaró con lugar 

la Demanda sobre desahucio.  El 26 de enero de 2021, la señora JUDI 

DUNCAN presentó su recurso sobre apelación.  Dicha presentación del 

recurso fue tardía.  Esto es, la parte demandada-apelante presentó su 

recurso de apelación fuera del término prescrito de cinco (5) días por 

nuestro ordenamiento.  Este incumplimiento nos priva de jurisdicción para 

atender las controversias planteadas.  En consecuencia, procede la 

desestimación del recurso de apelación por falta de jurisdicción. 

VI. 

Por los fundamentos antes expuestos, se DESESTIMA el recurso 

de apelación incoado el 26 de enero de 2021 por falta de jurisdicción. 

La Juez Rivera Marchand concurre sin opinión escrita. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
17 S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo Family Properties Inc., supra. 
18 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008); S.L.G. Szendrey-Ramos 
v. F. Castillo, supra. 


